AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6749/2016
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6749/2016


AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 6749/2016
QUEJOSO Y RECURRENTE: ***********
PONENTE: MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIO de estudio y cuenta: ALEJANDRO GONZÁLEZ PIÑA

SecretariO AUXILIAR: ISRAEL HERNÁNDEZ GONZÁLEZ

Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día nueve de agosto de dos mil diecisiete.

V I S T O S; y,

R E S U L T A N D O:

1. PRIMERO. Demanda de amparo. Por escrito presentado el catorce de enero de dos mil dieciséis, ***********, por propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de la sentencia de treinta de noviembre de dos mil quince, dictada en el toca de apelación *********** de la Segunda Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Hidalgo.

2. SEGUNDO. Trámite y resolución del amparo directo. De la demanda tocó conocer al Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito; su Presidente, por auto de ocho de febrero de dos mil dieciséis, admitió la demanda y la registró con el número ***********, y tuvo como tercero interesada a la víctima
. En sesión de seis de octubre de dos mil dieciséis, dictó sentencia en el sentido de negar el amparo solicitado.

3. TERCERO. Trámite del recurso de revisión. Mediante escrito presentado el tres de noviembre de dos mil dieciséis ante el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito,  el quejoso, por su propio derecho, interpuso recurso de revisión.

4. En proveído de tres de noviembre de dos mil dieciséis, el Presidente del citado órgano colegiado tuvo por recibido el escrito de expresión de agravios y ordenó su remisión a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación
.
5. CUARTO. Trámite en este Alto Tribunal. Una vez recibido el escrito respectivo, por acuerdo de veinticuatro de noviembre de dos mil dieciséis
, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación registró y admitió a trámite el recurso de revisión con el número 6749/2016 y determinó que se turnaran los autos a la Ministra Norma Lucía Piña Hernández ordenando el envío del asunto a la Sala de su adscripción.
6. QUINTO. Radicación por la Sala. Por acuerdo de diez de febrero de dos mil dieciséis, la Ministra Presidenta de la Primera Sala determinó su avocamiento para conocer del presente recurso y ordenó la remisión de los autos a la ponencia a la que está adscrita.

C O N S I D E R A N D O 
7. PRIMERO. Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II y 96 de la vigente Ley de Amparo, y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y puntos primero y tercero del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este Máximo Tribunal. Lo anterior, toda vez que el recurso fue interpuesto en contra de una sentencia de amparo directo en materia penal, dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito, la cual corresponde a la especialidad de esta Sala, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno, en virtud de que la resolución del mismo no implica la fijación de un criterio de importancia o trascendencia para el orden jurídico nacional ni reviste un interés excepcional.
8. SEGUNDO. Oportunidad. El recurso de revisión que ahora se analiza fue interpuesto de manera oportuna. De las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida fue notificada al quejoso el diecisiete de octubre de dos mil dieciséis
, surtiendo sus efectos al día hábil siguiente, esto es el dieciocho de octubre de ese mismo año. De este modo, el plazo de diez días a que se refiere el artículo 86 de la Ley de Amparo, transcurrió del diecinueve de octubre al cuatro de noviembre del mismo año, debiéndose descontar los días veintidós, veintitrés, veintinueve, treinta y treinta y uno de octubre, así como  uno y dos de noviembre,  por ser inhábiles de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo, 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como la Circular 29/2016, signada por el Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. Por tanto, si de autos se advierte que el recurso de revisión fue interpuesto ante el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento, el tres de noviembre de dos mil diecisiete se hizo valer de forma oportuna.

9. TERCERO. Legitimación. El amparo directo en revisión lo hace valer el quejoso, por su propio derecho, quien cuenta con la legitimación requerida.
10. CUARTO. Cuestiones necesarias para resolver. Previo a determinar la procedencia del recurso de revisión, se hace una relación, en lo que interesa, de los antecedentes del asunto, de los conceptos de violación esgrimidos por la parte quejosa, de las consideraciones del Tribunal Colegiado de Circuito y de lo expuesto en vía de agravios.

11. Hechos. Los datos más relevantes del caso son los siguientes.
I. Proceso penal
· El Juez Segundo Penal de Tula de Allende, Hidalgo, una vez seguido el proceso por todos sus trámites legales, dictó sentencia el veinticinco de septiembre de dos mil quince, dentro de la causa penal ***********, condenando a ***********, a una pena privativa de libertad de treinta y un años con seis meses, y al pago de una multa de trescientos quince días de salario mínimo, lo que da la cantidad de *********** por la comisión del delito de violación equiparada agravada, previsto y sancionado por el numeral 179, en relación con el 180 y 181, facción III, ambos del Código Penal en el Estado de Hidalgo, cometido en agravio de la menor ***********. 
· Contra la anterior resolución, el sentenciado ***********, interpuso recurso de apelación, del que tocó conocer a la Segunda Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Hidalgo, quien lo registró bajo el toca ***********, pronunciando sentencia definitiva el treinta de noviembre de dos mil quince, en la cual determinó modificar la resolución dictada en primera instancia, en el sentido de declarar al apelante, penalmente responsable de la comisión del delito de violación agravada, previsto y sancionado por los artículos 179 y 181, fracción III, del Código Penal en el Estado***********. 
· Dicha determinación se tomó, esencialmente, bajo el argumento de que la edad del sujeto pasivo al momento en que se cometieron los hechos, era mayor a doce años, por ello, no compartió el cuadro jurídico que en un primer momento se realizó en la resolución combatida.
II. Juicio de amparo

El seis de octubre de dos mil dieciséis, el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, dictó sentencia en el juicio de amparo directo ***********, en el sentido de negar el amparo solicitado.
12. Conceptos de violación. En la demanda de amparo, el quejoso formuló, los siguientes argumentos de disenso:
· Violación a los artículos 1, 20, 103 y 133 Constitucionales, en virtud de que la Sala de apelación no realizó un verdadero análisis garantista de la sentencia de primera instancia, que cumpliera y acatara el principio pro persona.

· Aun cuando la Sala del conocimiento consideró que de las constancias procesales se desprendía que la víctima del delito, al momento de la primera comisión del hecho, contaba con la mínima edad de doce años, con tres meses y veintiún días, y por ende, se entiende que la subsecuentes imposiciones de cópula contaba con más edad (13 trece y 14 catorce), y que por ende, no se encontraba acreditado el tipo penal de violación equiparada previsto y sancionado por los artículos 179 y 180 del Código Penal para el Estado de Hidalgo, y su agravante contemplada en el normativo 181 fracción III, del citado ordenamiento legal; sin embargo, resolvió sin sustento alguno, que el artículo aplicable para la acreditación del tipo penal, es el numeral 179, en relación con el 181, facción III, ambos del Código Penal vigente en la Entidad, toda vez de que la calidad específica del sujeto pasivo al ser una menor que contaba con más de doce años.
· No se tomó en consideración que se trata de conductas distintas y que al realizarlo, violaron en su perjuicio sus derechos humanos y el debido proceso, pues con la reclasificación del delito realizada en segunda instancia se le deja en estado de indefensión ya que no estuvo en condiciones de contrarrestar dicha acusación, pues tenía la convicción de que el juicio se siguió por el delito de violación equiparada agravada, el cual tiene diferentes elementos a probar en relación con el de violación agravada.
· Considera que el actuar de la responsable es contrario a derecho y a todo principio de debida oportunidad de defensa, porque con apoyo en argumentos inéditos, cambió la clasificación del delito y dictó sentencia condenatoria por un delito distinto a aquel por el que se le siguió el proceso, rebasando la acusación del Ministerio Público, cuando lo procedente era revocar la sentencia condenatoria de primera instancia y emitir una absolutoria a su favor. Resultando aplicable a lo expuesto las tesis intituladas: “SENTENCIAS DE SEGUNDA INSTANCIA. CAMBIO ILEGAL DE CLASIFICACIÓN DEL DELITO COMETIDO EN LAS.”; “CLASIFICACIÓN DEL DELITO. VARIACIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA DE LA.”; “SENTENCIAS DE SEGUNDA INSTANCIA. CAMBIO ILEGAL DE CLASIFICACIÓN DEL DELITO COMETIDO EN LAS.” y “DELITO, CLASIFICACIÓN DEL.”

13. Resolución del Tribunal Colegiado. En el juicio de amparo se negó al quejoso la protección Federal solicitada, bajo las consideraciones siguientes:
· Después de considerar que no se violan en perjuicio del quejoso, los artículos 1, 20, 103 y 133 Constitucionales, destacó que, efectivamente, la Sala del conocimiento sustituyó el elemento “que el pasivo por cualquier causa no tenga posibilidad para resistir la conducta delictuosa” al que hizo alusión el Juez de Primera Instancia por “el empleo de la violencia para la imposición de la cópula”
· Sin embargo, consideró que ello no le depara perjuicio al quejoso debido a que como denominador común en ambas conductas se encuentra la imposición de la cópula, amén que de las conclusiones del Ministerio Público, se advierte que existió imposibilidad de la víctima para resistir la conducta delictuosa. Consideraciones que fueron combatidas por el defensor del quejoso al formular sus respectivas conclusiones. 

· En consecuencia, estimó que juzgó por conductas distintas, pues el elemento consistente en: “Que por cualquier causa la sujeto pasivo no tenga la posibilidad de resistir la conducta delictuosa”, se sustenta prácticamente en la violencia ejercida sobre la víctima, respecto de lo cual, tuvo oportunidad de defensa; es decir, no es un hecho novedoso que se hubiese introducido hasta la sentencia de segunda instancia.

· En tal tesitura, resolvió que no resultaba ilegal que la Sala del conocimiento, hubiese dictado sentencia condenatoria por el delito de violación, previsto y sancionado por el numeral 179, párrafo primero del Código Penal para el Estado de Hidalgo, pues partió del tipo básico, basándose en los mismos hechos por los que se ejerció acción penal. Amén que no existe variación en los límites de punibilidad, debido a que el artículo 179, párrafo primero, del referido cuerpo de leyes establece los parámetros para sancionar tanto el delito de violación como el de violación equiparada previsto en el normativo 180, del propio ordenamiento.

· En relación con lo antes expuesto, aplicó las tesis aisladas emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubros: “CLASIFICACIÓN DEL DELITO, EL JUEZ PUEDE VARIAR LA HECHA POR EL MINISTERIO PÚBLICO.”; “RECLASIFICACIÓN DEL DELITO. CUANDO EL JUEZ DE LA CAUSA DICTA SENTENCIA POR UNO DIVERSO AL CONTENIDO EN EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, TENIENDO COMO BASE LOS MISMOS HECHOS, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL).”
· Como consecuencia, declaró infundado el concepto de violación esgrimido por el quejoso, dado que con la determinación tomada por la responsable no se vulnera el artículo 19 Constitucional, en tanto que, resolvió respecto de los mismos hechos materia de la consignación y de aquéllos por los que se decretó la formal prisión y se formularon las conclusiones acusatorias teniendo el quejoso oportunidad de defenderse en contra de dicha acusación, como evidentemente lo hizo, por lo que tal actuación es acorde con lo establecido en dicho numeral, de suerte que no se viola en su perjuicio el principio de debido proceso.

14. QUINTO. Agravios. En el escrito por el que el quejoso promovió el presente medio de impugnación, se expusieron los siguientes agravios:
· El Tribunal Colegiado interpretó indebidamente las tesis aisladas emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubros: “CLASIFICACIÓN DEL DELITO, EL JUEZ PUEDE VARIAR LA HECHA POR EL MINISTERIO PÚBLICO.”; “RECLASIFICACIÓN DEL DELITO. CUANDO EL JUEZ DE LA CAUSA DICTA SENTENCIA POR UNO DIVERSO AL CONTENIDO EN EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, TENIENDO COMO BASE LOS MISMOS HECHOS, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL).”;
· Los Magistrados de la Sala responsable reclasificaron el delito por el que fue condenado (violación equiparada agravada), sin existir fundamento legal, jurisprudencial o convencional que los faculte a ello. 

· Al citar como fundamento de su actuación los criterios aislados en comento, realizaron una interpretación indebida de los mismos, pues en su texto no se autoriza la reclasificación en apelación.

· Si bien existe una jurisprudencia emitida por la Primera Sala del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Hidalgo, de rubro “RECLASIFICACIÓN DEL TIPO PENAL EN SEGUNDA INSTANCIA”, en el caso no se cumple con uno de los requisitos para su actualización, consistente en que el recurso de apelación lo interponga el Agente del Ministerio Público;

· Aunado a lo anterior, se vulnera en su perjuicio lo dispuesto por el artículo 173, fracción XIII, de la Ley de Amparo, que dispone como violación a las reglas del procedimiento, la reclasificación del delito.

· A efecto de restituirlo en el goce de sus derecho violados, solicita dejar sin efectos la reclasificación realizada por la Sala de apelación, y en su lugar, considerar que no se encuentra acreditado el tipo penal de violación equiparada agravada, por el que emitió sentencia condenatoria el Juez de Primera Instancia.
15. SEXTO. Análisis de la procedencia del recurso. Los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, establecen que el recurso de revisión en amparo directo es procedente cuando se decida sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, cuando se establece la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de tales cuestiones, a pesar de haber sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno.

16. A partir de esas premisas, para que el recurso de revisión en amparo directo sea procedente es necesario que se cumplan los requisitos siguientes:

a) El Tribunal Colegiado de Circuito resuelva sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo.

b) El problema de constitucionalidad señalado en el inciso anterior entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdos generales del Pleno.

17. Al respecto, el punto primero del Acuerdo General 9/2015 emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, señala: 

“PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:

a) Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establece la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y  

b) Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.

SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del Punto inmediato anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.

También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.”

18. En términos del punto segundo del Acuerdo mencionado, se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) anterior, se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.

19. Adicionalmente, también se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.
20. En ese orden de ideas, se estima que en el presente caso, no se surten los requisitos de procedencia del recurso. En la demanda de amparo, el quejoso planteó básicamente que la Sala Penal responsable violó en su perjuicio el debido proceso, pues al reclasificar el delito (de violación equiparada agravada, a violación agravada), lo dejó en estado de indefensión ya que no estuvo en condiciones de defenderse, máxime que tienen diferentes elementos a probar.
21. En respuesta a ese planteamiento, el Tribunal Colegiado realizó las siguientes precisiones:

· En primer lugar, destacó que en la consignación, auto de formal, conclusiones acusatorias y sentencia de primera instancia, no se consideró como un elemento del delito, la edad de la ofendida.

· De ahí, consideró que no es verdad que se le esté juzgando por conductas distintas y por ello se le hubiese dejado en  estado de indefensión, dado que el elemento consistente en: “que por cualquier causa la sujeto pasivo no tenga la posibilidad de resistir la conducta delictuosa”, se sustenta prácticamente en la violencia ejercida sobre la víctima, respecto de lo cual, tuvo oportunidad de defensa pues no es un hecho novedoso que se hubiese introducido hasta la sentencia de segunda instancia.

· En ese sentido, resolvió que no resultaba ilegal que la Sala del conocimiento, hubiese dictado sentencia condenatoria por el delito de violación, previsto y sancionado por el numeral 179, párrafo primero del Código Penal para el Estado de Hidalgo, pues partió del tipo básico, basándose en los mismos hechos por los que se ejerció acción penal; se libró la orden de aprehensión; se dictó auto de formal prisión, se formularon las conclusiones acusatorias y se emitió la sentencia de primera instancia. Amén que no existe variación en los límites de punibilidad, debido a que el artículo 179, párrafo primero, del referido cuerpo de leyes establece los parámetros para sancionar tanto el delito de violación como el de violación equiparada previsto en el normativo 180, del propio ordenamiento.

· En relación con lo expuesto, citó como apoyo las tesis aisladas emitidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “CLASIFICACIÓN DEL DELITO, EL JUEZ PUEDE VARIAR LA HECHA POR EL MINISTERIO PÚBLICO”, y “RECLASIFICACIÓN DEL DELITO. CUANDO EL JUEZ DE LA CAUSA DICTA SENTENCIA POR UNO DIVERSO AL CONTENIDO EN EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, TENIENDO COMO BASE LOS MISMOS HECHOS, NO VIOLA LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL)”.
22. Como puede observarse, en la resolución recurrida no se desarrolló propiamente un estudio de constitucionalidad o convencionalidad respecto de la posibilidad de reclasificar el delito en apelación, sino que el argumento del quejoso se analizó en un plano procesal. Consecuentemente, el planteamiento de la aplicación indebida de criterios aislados emitidos por esta Sala, no actualiza los supuestos de procedencia del recurso de revisión.

23. En este sentido, lo que en realidad plantea el recurrente es un problema de aplicación de tesis aisladas el cual, de ninguna manera constituye un problema de constitucionalidad, en términos de la tesis de jurisprudencia de esta Primera Sala, cuyo rubro y contenido son los siguientes:
“JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. SU APLICACIÓN REPRESENTA UNA CUESTIÓN DE MERA LEGALIDAD, AUN CUANDO SE REFIERA A LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES O A LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES. La aplicación de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a un caso concreto por las autoridades jurisdiccionales representa una cuestión de mera legalidad, aun cuando el criterio contenido en ella se refiera a temas de inconstitucionalidad de leyes o de interpretación directa de preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque la autoridad jurisdiccional correspondiente no hace un nuevo estudio constitucional, sino que se limita a acatar el contenido del artículo 192 de la Ley de Amparo, que la vincula a aplicar el criterio jurisprudencial correspondiente al supuesto que juzga.” 

24. Por lo tanto debe desecharse el recurso de revisión, al no encontrarse satisfechos los requisitos de procedencia. Sin que en la especie opere la suplencia de la queja deficiente, porque esta prerrogativa se actualiza una vez que resulta procedente el juicio o recurso. Por lo que no implica actuar al margen de la ley, declarando procedente lo que es improcedente.
25. Por las referidas razones, se estima aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia que al tenor refiere lo siguiente: 
“PROCEDENCIA DE RECURSOS. NO OPERA LA SUPLENCIA DE LA QUEJA EN LA. Tratándose del análisis de la procedencia del recurso, la regla general es que no debe operar la suplencia de la queja deficiente, que ordena el artículo 76 bis de la Ley de Amparo, no obstante que se trate de la materia penal (artículo 76 bis, fracción II de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales), porque esta suplencia se ha instaurado, para que proceda cuando advierta el juzgador que la queja es deficiente, abarcando en la materia penal, incluso la omisión de expresión de conceptos de violación o agravios, pero no hasta el extremo de modificar el régimen que ha establecido la Constitución Federal y la propia Ley de Amparo, respecto de la procedencia del recurso de revisión en amparos directos”
.
26. Asimismo se estima aplicable la tesis de jurisprudencia de rubro y texto siguientes: 
“SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN MATERIA PENAL, NO IMPLICA EL HACER PROCEDENTE UN RECURSO QUE NO LO ES. La suplencia de la deficiencia de la queja que existe en la materia penal sólo tiene como fin resolver sobre la cuestión efectivamente planteada y sobre la legalidad o constitucionalidad del acto impugnado, no obstante las imperfecciones o ausencia de conceptos de violación o agravios, para evitar que por una defensa inadecuada o insuficiente, se prive de la libertad de manera injustificada a una persona, pero de ninguna manera llega al extremo de admitir juicios o recursos no permitidos por la Constitución General de la República y las leyes que de ella emanan. Conforme al artículo 76 bis, fracción II, de la Ley de Amparo, las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, en materia penal, aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios. Suplir implica en este caso integrar lo que falta o subsanar una imperfección, completar lo parcial o incompleto, y únicamente opera sobre conceptos de violación o agravios en el caso de que éstos sean materia de estudio ante la inexistencia de una causa de improcedencia, por lo que la suplencia sólo opera una vez que es procedente el juicio o recurso, pero no significa actuar al margen de la ley declarando procedente lo improcedente”
.
27. Tampoco es óbice para la conclusión a que se arribó, el hecho de que la Presidencia de este Alto Tribunal haya admitido a trámite el recurso toda vez que se trata de una resolución de mero trámite que no causa estado. Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia siguiente: 

“EN AMPARO. NO ES OBSTÁCULO PARA EL DESECHAMIENTO DE ESE RECURSO, SU ADMISIÓN POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. La admisión del recurso de revisión por el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación constituye una resolución que no es definitiva, ya que el Tribunal Pleno está facultado, en la esfera de su competencia, para realizar el estudio a fin de determinar la procedencia del recurso y, en su caso, resolver su desechamiento”
.
Por lo expuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación;

RESUELVE:

PRIMERO. Se desecha el recurso de revisión a que este toca se refiere. 
SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida. 
Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen; y, en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández (Presidenta y Ponente).

Firman la Ministra Presidenta de la Sala y Ponente con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA Y PONENTE 

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

SECRETARIA DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA

“En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
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� Fojas 3 a 129 del cuaderno de amparo


� Fojas 147 a 148 del cuaderno de amparo.


� Fojas 175 a 214 del cuaderno de amparo.


� Fojas 3 a 15 del cuaderno de amparo.


� Fojas 266 del cuaderno de amparo.


� Fojas 44 a 46 del cuaderno del recurso de revisión.


� Foja 65 del cuaderno del recurso de revisión.


� Fojas 249 y 250 del cuaderno de amparo.


� Época: Novena Época, Primera Sala, Jurisprudencia 1a./J. 103/2011, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Septiembre de 2011, Página: 754


� Datos de localización: Jurisprudencia 1a./J.13/94, Primera Sala, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, junio de 1994, p. 25


� Datos de localización: Jurisprudencia 1a./J.50/98, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, septiembre de 1998, p. 228. 


� Datos de localización: Jurisprudencia P./J. 19/98, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, marzo de 1998, Tomo VII, p. 19. 
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